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Panamá, 17 de junio de 2024
Nota C-108-24

Licenciado
Jhony David Gómez C.

Defensor de Oficio Laboral de Panamá Oeste

del M¡nisterio de Trabajo y Desarrollo Laboral

Ciudad.

Ref.: ¿Pueden los salarios de los jubilados, se¡ susceptibles a embargo?

Licenciado Gómez:

Me dirijo a usled en ocas¡ón de dar respuesta a la Nola No.120 de 4 de junio de 2024, a través de la

cual solicita a este Despacho, se pronuncie respecto a: "Son /os salarlos de los ciudadanos jub¡lados

susceptibles de embargo?" .

Son ,os sararios de los ciudadanos jub,hdos suscepfibres a embargo?

La anterior consulta es para set utthzada en procesos laborales gue lenenos
e, nuesfras otic¡nas y son necesaras parc respald nuestra tarca en la
representaaón de los trabajadores.

Es importante en primera instancia indicarle, que ¡a respuesta y orientación que le brindaremos, no

constitu UN 0ronunciamiento de fondo o una sición vinculantel en cuan to al te aconSultadom

r lo tanto la misma no ede ser utilizada como a en los rocesos laborales ue llev n

cabo en el Ministerio de Trabaio y Desarrollo Laboral ;no obstante, de manera objetiva nos

permitimos contestarle en los siguientes términos:

Criterio Jurídico de la Procuraduria de la Administración.a

Esta Procuraduría, es del criterio que en atención a lo establecido en el articulo '1 de la Ley N0.37 de
10 de julio de 2001, "Que estaó/ece normas protectoras para los jubilados y pensionados y d¡cta

ofras disposiclones", las sumas de dinero que reciban los jubilados y pensionados del Estado y de la

1 Sentencia de 25 de febrero de 2002
admin¡skativo/Drocedimiento administrativo/consulta/

httosJ/iuris¡s.procuraduria-admon qob.0alcateoory/derecho-

"...de conform¡dad con el atticulo 3 del Estatuto Oryan¡co de la Procuradur¡a de la Administrac¡ón a esta ¡n§rtuc¡ón
le corresponde entre sus func¡ones la de serui de asesora v conse¡era a a los seruidores públ¡cos

adm¡nÉtrat¡vos

Esto def¡ne de manera clara que les opiniones o dictánenes em¡lidos pot la Procuraduría de la
Adninistración en ejerc¡cio ale esta función representen un punto de yista, cieftamente atendible y
respeteble de lrs cuesfiones jutídíces somotidas a su conocimiento, ñas no pot ello tienen caráctet
v¡nculante..." (Lo subrayado y resaltado es nuestro)
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Caja de Seguro Social son inembargables; salvo el caso de las órdenes judiciales expedidas por

razón de pensiones alimenticias.

Sustento del criteno iuridico de la Procuraduria de la Adminlstración.a

l. Sobre el Principio de Legalidad

El principio de legalidad se encuentra consagrado en el artículo 18 de la Constitución Politica de

Panamá, y el articulo 34 de la Ley N0.38 de 3'l de julio de 2000, que regula el Procedimiento
Administrativo General, que a la letra enuncian:

"4rt¡culo 18. Los pañ¡culares solo son responsab/es ante las autoidades pot
¡nfracc¡ón de la Const¡tuc¡ón o de la Ley.

Los se/vidores públicos lo son por esas mismas ca¿lsas y también por

ertrafim¡lactón de tunctones o pot omisión en el ejerc¡cio de éstas."

"Adiculo 34. Las actuaciones adnmslrallvas en todas las ent¡dades públicas

se efectuaÉn con aüeglo a nornas de ¡nformal¡dad, inparcial¡dad,

un¡lomidad, economía, celeidad y eÍ¡cac¡a. garant¡zando la real¡zac¡ón

opoduna de la func¡ón adm¡n¡strat¡va, sin menoscabo del deb¡do proceso

legal, con objetivtdad y con apego al Wincipio de esúicta legalided. ..."
(Lo resaltado es del Despacho)

Conforme este principio de derecho público, todos los actos administrativos deben estar sometidos a

las leyes, estableciendo así un límite a los poderes del Estado, esto es que deben ejercerse con

apego a la ley vigente y la jurisprudencia. En otras palabras, el servidor oúblico sólo puede hacer lo

la le rmtu

Es importante señalar que la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte

Suprema de Justicia de Panamá, ha externalizado por medio de su jurisprudencia, decisiones
judiciales refiriéndose al importante principio de estricta legalidad, acentuando su finalidad. AI

respecto, a través de la Resolución fechada 10 de julio de 2019, manifestó lo siguiente:

Ásí pues, de una lectura de /as d¡sposiclones legales anteriores, se puede
concluir que la f¡nal¡dad del pr¡nc¡p¡o de estr¡cta legalidad, es garant¡zar que Ia

2 "... se puede conclui que la t¡nal¡dad del pincip¡o de esticta legalidad, es garant¡zar que la acluac¡ón de las
autoidades públbas se sujete a un conjunto de rcglas y normas prcvnmente establec¡das, de forma tal ql)e se ev.ie toda
arb¡trar¡edad o abuso de poder que pueda alectar a los admin¡strados". Sentencia de 24 de sept¡embre de 2020 de la
Sala Tercera de lo Contencioso Administrat¡vo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia de Panamá.

El reconocido jurista argentino, Roberto José Dromi, especialista en Derecho Administrativo,

sostiene que "el principio de la legalidad es la columna ve¡lebral de la actuación administrativa y por

ello puede concebkselo como extremo al procedimiento, constituyendo simultáneamente la

condición esencial para su exrsfencia. Agrega que el mismo se determ¡na jurídicamente por la
concurrencia de cuatro condiciones que forman su contexto: 1) delimrtación de su aplicación (eserva
de ley); 2) ordenación jerárqutca de suleción de las normas a la ley; 3) determinación de selección
de normas aplicables al caso en concreto, y 4) precisión de /os poderes que la norma confiere a la
Administración;'(DerechoAdministrativo, Argentina, libro 12 Ed, Hispania Libros-2009, página 111).



Nota: Cl08-24
Pá9. N" 3

actuación de las autoridades púbrcas se sujete a un conjunto de reglas y
normas prev¡anente es¿ab/ecidas, de forma tal que se evtte toda arbttrariedad
o abuso de poder que puede afectar a los adn¡n¡strados"

Se desprende asi, con meridana claridad, que los actos administrativos que en el ejercicio de sus
funciones, emitan los servidores públ¡cos, deben lim¡tarse a lo permitido por Ia ley y, en eskicto
cumplimiento del mandato constitucional; tal comportam¡ento, revestirá y asegurará que el acto
emrtido se presuma igualmente legal.

ll. De la Ley No.37 de 10 de julio de 2001, "Que esfaólece nomas protectorcs para
los jubilados y pensionados y dicta ofras disposicrones "

"Artículo 1. Las sumas de dinero que reciben los jubilados y
pensiorados del Estado y de la Caja de Seguro Social, no podrán ser
objelo de gravamen por impuesto alguno y son inenbargables, salvo el
caso de /as órdenes iud¡ciales expedidas por razón de perslores

alimenticias

Iales sumas solo podrán afectase por los descuenfos previsfos

en el Decreto Ley 14 de 1954 y por las órdenes voluntaias emitidas por el
jubildo o pensionado, que estén dentro del porcentaje pemttido por esta
Ley." (Lo resaltado y subrcyado es nuestro)

Por otro lado, el artículo 2 ibídem, por el cual se modificó el articulo 44 del Decreto de Gabinete 68
de 1970, señala lo siguiente:

Articulo 2. El a ículo 44 del Decrcto de Gab¡nete 68 de 1970 queda esí:

Artículo il4. Los subsd,bs o penslones a que tenqan derecho el
trabaiador o sus óenefciarbs en caso de rlesqo profesional. son
personalistmos v de carácter irrenunciable, por lo tanto no podrán

cederse, compensarse ni gravarse por impuesto alguno.
Estas o/esfaciones no son susceptib/es de embaroo: no

obstante. podrán afectarse h asta la mitad por conceDto de
oensiones alimenticias. v hasta 40% en razón de operaciones
mercant¡les o cred¡ticias. Los tr¡bunales rechazarán de plano toda
reclamación contraria a lo d¡spuesto en esta Ley.

Se desprende del artículo transcrito, que en el caso de aquellos subsidios o pensiones que tenga
derecho tanto el trabajador o sus beneficiarios por "riesgo profesional', éslos no serán susceptibles
de embargo; empero dichas prestaciones podrán ser afectadas por concepto de pensiones
alimenticias, asi como en razón de operaciones mercantiles o crediticias.

3 Este Decreto Ley fue subrogado por la Ley No.51 de 27 de diciembre de 2005 fQue refo ma ta Ley Orgán¡ca de ta Caja
de Seguro Soc¡al y d¡cta otras d¡ispos¡c¡ones), pubticada en Gaceta Oficial No.25,4S3 de 28 de diciembre de 201S.

Esta normativa establece entre otras cosas en su articulo '1, que las sumas de dinero que reciban los

iubilados v pensionados del Estado y de la Caja de Seguro Social, son inembarqables; salvo el caso
de las órdenes judiciales exped¡das por razón de pensiones alimenticias y que dichas sumas sólo
podrán afectarse por los descuentos previstos en el Decreto Ley N0.14 de 10 de septiembre de
19543 y por las órdenes voluntarias emit¡das por el jub¡lado o pensionado, que estén denko del
porcentaje permitido por esta Ley. Veamost
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En este orden de ideas resulta oportuno señalar, que de conformidad con lo establecido en su
articulo 3, como fue modificado por el artículo 4 de la Ley No.22 de 13 de abril de 2009, todo
pensionado o jubilado puede impartir órdenes de descuentos voluntarios contra las sumas netas que
reciba para cubrir obligaciones personales, mancomunadas o solidarias, con entidades bancarias,
financieras, cooperativas, empresas comerciales, distribuidoras y vendedoras de bienes muebles,
siempre que el total descontado no exceda el cincuenla por ciento (50%) de la suma neta que
reciba; exceptuando los préstamos hipotecarios, los cuales no excederán el setenta por ciento
(700/o)

Por último, el articulo 5 de esta Ley (No.37 de 2001), dispone que la Caja de Seguro Social y la
Contraloria General de la República, rechazarán las órdenes de descuentos voluntarios contra las
pensiones y lubilaciones, cuyos montos excedan los permitidos por los ya citados articulos 2 y 3 de
esta norma.

lll, Conclusión

Sobre la base de las consideraciones anteriores, este Despacho es de la opinión que las sumas de
dinero que reciban los jubilados y pensionados del Estado y de la Caja de Seguro Social son
inembaroabl ES salvo el caso de las 0rdenes iudiciales exoedidas oor razón de pensiones

alimen ticias en atención a lo estableci do en el artículo 1 de la Lev No 37de1 0 de iu lio de 2001
"Que eslablece normas protectoras para bs jubilados y pensionados y dicfa ofras disposiclones'.

De esta manera damos respuesta a su consulta, reiterándole que esta opinión no reviste un carácter
vinculante por parte de esta Procuraduría, en cuanto a lo consultado.

Atentamente,

qm,6káM.., h )E/

ro
Procurador de la Administración

RGM/nebc
c-098-24
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